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Introducción

Este artículo pretende explorar y delimitar los procesos de transformación socio-institucionales que se generaron en dos policías de Argentina como consecuencia de las iniciativas de reforma policial producidos desde el advenimiento de la democracia. A tales efectos se busca describir y comprender el impacto de estos procesos en tres niveles: normativa, organizacional y en la cultura policial. Al respecto se tomaran los casos de la Policía de la Provincia de Santa Fe y la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

La reforma de la policía como nueva problemática social y política


En Argentina las acciones y estrategias erogadas desde el Estado (Nación y Provincias) que están dirigidas a gestionar y gobernar el campo de la criminalidad y la seguridad urbana, han poseen tradicionalmente un elemento común o quizás unificador, la centralidad que ocupa la policía en el diseño y gestión de las mismas (Saín 1998; Sozzo, 2000). De esta manera el dispositivo policial se estructura como un presupuesto necesario y constituye un punto de partida y también de llegada de estas acciones estatales.

Las razones de esta centralidad son múltiples y radican en la compleja historia del sistema penal en Argentina, de las prácticas y discursos enraizados en los diseños de políticas públicas relativas a la cuestión de la seguridad urbana y la criminalidad. Quizás esta centralidad del dispositivo policial, sea una herramienta de interpretación válida para comprender “porque” tanto actores políticos como sociales, han vinculado y delegado recurrentemente el diseño de políticas de seguridad, abandonando así el gerenciamiento de este campo y sometiéndolo a la lógica y dinámica institucional de la policía (Saín, 1998; Rosúa y Sagarduy, 1999). 

Característica de las policías en Argentina
Las instituciones policiales en Argentina se estructuran bajo el “modelo militarizado” (cfr, Rico, 1998), el cual se materializa en sus planos normativos, organizativos y culturales. Así por ejemplo, la “imagen de guerra” es un recurso que atraviesa todas las actividades y operaciones policiales (Tiscornia, Oliveira, 1998, p.160) presenta una asociación del criminal como “enemigo interno”, que posee además una connotación especial como consecuencia del involucramiento activo de las policías en el terrorismo de Estado 
Otro rasgo típico  del  modelo militar, es el llamado “estado policial” que además de constituir un status jurídico, que tiene fuertes implicancias sociales, culturales y políticas, es uno de los presupuestos básicos sobre los que se asienta la “identidad policial” (cfr. Tiscornia-Oliveira 1998). Esta identidad policial es la materia prima a partir de la cual se configura el “espíritu de cuerpo” - otro rasgo común con los dispositivos militares- que no es sólo una sensibilidad sino también una práctica.


Uno de esos rasgos centrales de la identidad policial y fundador del espíritu de cuerpo, es la calidad de héroe-mártir asociada al ser agente policial. El miembro de la institución policial es parte de la misma más allá de los momentos en que se encuentre de servicio, cuando está  de franco o en situación de retiro
 y debe actuar siempre ante una situación en la que este comprometida la función policial.

Finalmente otro de los elementos comunes del tipo militar que se encuentra en las policías es la existencia de redes de secreto y silencio. Así, la ocultación es algo más que lo oculto, es un proceso que implica un conjunto de juegos a nivel de las relaciones sociales (Huggins-Fatourus, 1996, p 338-339). Los miembros de la institución policial son socializados en el “arte del silencio” a través de diversos recursos que van del entrenamiento al patrullaje y que pasan por reglas formales e informales. El secreto aísla a los que saben de los que no saben, constituyéndose en un excelente instrumento de individualización dentro del cuerpo social.  Se transforma en un elemento constitutivo de la identidad de los que lo guardan. El secreto es un elemento constitutivo de la identidad policial.

Este esquema de militarización de las instituciones policiales argentinas es la resultante de dos factores, en primer lugar una historia marcada por la influencia militar sobre las instituciones policiales; y en segundo lugar, la ocupación de los dispositivos policiales como una de las herramientas institucionales utilizadas por las dictaduras.

A pesar de esta marcada militarización de las instituciones, los programas reformistas policiales desarrollados posteriormente no consideraron la importancia de este elemento estructural, lo desestimaron o bien fracasaron al momento de seleccionar las estrategias que permitan desarticular este modelo policial militarizado.

Regreso a la democracia. Ausencia de procesos de reforma policial. Período 1983-1996.

Durante la primera parte del proceso accidentado de consolidación del sistema democrático, los actores políticos y sociales visualizaron a las Fuerzas Armadas, como la única seria amenaza a este proceso. La atención en las Fuerzas Armadas era un síntoma que demostraba que para el nuevo espectro político, las agencias estatales de seguridad
 no representaban segmentos institucionales a someter a procesos de democratización; a pesar de haber sido utilizadas por las dictaduras militares como herramientas institucionales, caracterizado por  las prácticas sistemáticas de violación a los derechos humanos. (Palmieri, Martinez, Sozzo y Thomas, 2001, p. 182).

En el período (1983-1996) en todo el país se presentaron algunos intentos de reforma, orientados más a regular normativamente ciertas actividades y facultades policiales, como fueron la sanción de Ley 23950 del año 1990 que estableció un conjunto de controles formales sobre la facultad policial de detención de personas para su identificación o la sanción del nuevo Código Procesal Penal de la Nación del 1991 (Ley 23.984), que prohibió los interrogatorios a los acusados en sede policial (cfr. Gentili, 1995; Garrido, Guariglia y Palmieri,1998). En el caso específico de la Provincia de Buenos Aires podemos rescatar un plan de reforma que pretendió implementar el Ministro Luis Brunatti, durante la gestión del gobernador Cafiero (1987-1991), que buscaba cierto control sobre los actos de violencia y corrupción policial. Este plan prontamente fue desarticulado como consecuencia de las resistencias de los funcionarios policiales que derivó en un levantamiento y huelga policial.
La seguridad como reto político

Promediando la década del 90’ asistimos a la proliferación y multiplicación de los debates referidos a la denominada crisis de seguridad y asociado a debates vinculados al diseño y gestión de políticas públicas, estrategias, reformas de mecanismos  e instituciones de seguridad - el surgimiento de la llamada cuestión policial -.

Las razones y la emergencia de la problemática de la seguridad urbana y la cuestión policial como nueva problematización social y política son múltiples, polimorfas y multicausales. En primer lugar, mencionaremos el proceso de quiebra del Estado de Bienestar, que implica una modificación sustancial en el modelo de relación entre ciudadano y los Estados-Naciones. Esta “quiebra o ruptura” del Estado de Bienestar se manifiesta como un “proceso bisagra”, haciendo emerger, lo que Pegoraro llama, “el paradigma de la inseguridad” (1997, p.54). 


Tal vez la que goza de mayor cuota de “visibilidad” es la inseguridad frente al delito y como consecuencia de ello las miradas y demandas se centran en las agencias del sistema penal que históricamente tuvieron la función de prevención y represión del delito. De igual forma, las instituciones policiales emergieron sobre la superficie de los reclamos ciudadanos, adquiriendo una mayor visibilidad por su asociación directa con la cuestión criminal y la seguridad urbana. 

Las ciudades argentinas se transforman cada vez más en territorios sociales en su mayor parte librados al riesgo de la criminalidad. La disociación entre un territorio social protegido y un territorio social desprotegido en el seno de la ciudad se observa de manera cada vez mas clara y en forma progresiva
. Éste proceso social recorre caminos diferentes, comparados con similar transformación en las sociedades centrales o postindustriales, pero existen, sin dudas, numerosos síntomas de su curso (el temor al delito, inhabilidad de las respuestas gubernamentales tradicionales, incremento de la industria de la seguridad privada, “éxodo” de la clase media alta y de la clase alta  a los suburbios, emergencia de la propiedad privada masiva, auge del empleo arquitectónico de tecnologías de seguridad, individualismo cultural). La disociación del territorio social de la ciudad con respecto al riesgo de la criminalidad esta enmarcada en las posibilidades económicas que tienen los diversos ciudadanos de acceder al bien seguridad tal como se encuentra ofrecido en el mercado.
Mientras tanto, los actores institucionales competentes en temas de seguridad urbana (policía, jueces penales.) se ven agobiados frente al aumento constante de la criminalidad y de la demanda en seguridad, y a la falta de efectividad (la inseguridad urbana subjetiva y objetiva no disminuye) y eficacia (se gasta más, pero sin lograr resultados ostensibles) de las políticas públicas de seguridad urbana y sus gestores que giran en torno, fundamentalmente, a la represión del delito. 

Los actores institucionales competentes funcionan cada vez más selectivamente reforzando la disociación en el territorio social de las ciudades antes señalada y colaborando a su perpetuidad, ya que sólo son juzgados y condenados los que se mueven en el territorio social desprotegido, pues allí es donde se ubica la criminalidad que es perseguida: Delitos contra la propiedad y delitos contra las personas. Este reforzamiento genera y profundiza la sensación de inseguridad urbana que se extiende en la mayoría que está excluida de los territorios sociales protegidos nacidos de la adquisición comercial del bien seguridad.

En este contexto social y económico que describimos como la quiebra del “paradigma de la seguridad”, se observa claramente que una nueva racionalidad gubernamental articulada en diversos programas gubernamentales está emergiendo en el escenario contemporáneo, no sólo en las sociedades centrales sino también en Argentina, que constituye una mixtura compleja entre neoconservadurismo y neoliberalismo (la “nueva derecha” en las palabras de O Malley, 1999) y que se traduce en materia de seguridad urbana y la cuestión policial, en un doble juego de transformaciones de las políticas públicas, tanto en aquellas dirigidas a la represión del delito como en aquellas dirigidas a la prevención del delito.

Este doble juego de transformaciones de las políticas publicas dirigidas a la producción de la seguridad urbana, en torno a las finalidades de represión y prevención del delito, debe leerse como la  coexistencia de una estrategia de adaptación y una estrategia nostálgica de la difícil situación actual del control del crimen generada por la normalización de las tasas altas de delitos y el crecimiento del miedo al delito (Garland, 1996; O Malley, 1999; Crawford, 1998; Simon, 1995).

La diversidad e incoherencia de las técnicas de intervención alentadas no son sólo recíprocamente congruentes sino que tienden a reforzarse recíprocamente.

Las reformas policiales y la importación ingeniería cultural.

Otro de los factores claves para poder comprender la emergencia de la necesidad de reformas de las instituciones policiales en Argentina, debe buscarse en el complejo entramado de ofertas de organismos de financiamiento y cooperación internacionales
 interesados en las problemáticas de la violación a los derechos humanos, narcotráfico, reformas y modernización de las instituciones policiales, así como de las demandas de recursos financieros, equipamiento, asesoramiento y capacitación, en esas temáticas de cierto espectro de la clase política argentina. 

Muchas de estas cooperaciones e intervenciones desde agencias internacionales derivaron en lo que Melossi denomina “proyectos de importación de ingenierías de control social” (1997, p 65-84), ya sea en el plano del pensar o de las formas de actuar en materia de gestión de la seguridad urbana y de las instituciones policiales.
En el marco de estas transformaciones contemporáneas debemos ubicar y explorar los cambios en las políticas dirigidas a la prevención del delito y a la institución policial, las que generan nuevas formas de intervención sobre el problema; y que portan muchas veces consigo nuevas racionalidades y programas políticos. Es en este segundo campo donde vamos a focalizar nuestro análisis, tomando como casos testigos las transformaciones y reformas de las policías de la Provincia de Buenos Aires y Provincia de Santa Fe. 

Intentos hacia la “democratización” policial en las Provincias de Buenos Aires y Santa Fe


En la configuración de este nuevo escenario, comenzaron a vislumbrarse en el campo de las políticas públicas de diferentes jurisdicciones, iniciativas de reformas, más o menos ambiciosas, de las instituciones policiales (cfr. Palmieri, Pochak, Lekerman, 2000: 111-126; Sozzo, González, Corti et al, 2000). Seguidamente tomaremos a los procesos de reforma policial de las provincias de Buenos Aires y Santa Fe, como casos testigos para explorar y dimensionar las estrategias de reforma.

El Caso de la Provincia de Buenos Aires


A diciembre de 1997, la Policía de la Provincia de Buenos Aires contaba en sus filas con aproximadamente unos 45.000 efectivos
 y su estructura organizativa se dividía en 18 Unidades Regionales y 17 Brigada de Investigaciones, obedeciendo esta división a la organización política de la provincia o de acuerdo a la competencia en materia de delitos. Además de contar con agrupaciones especiales con funciones en operaciones específicas, narcotráfico, inteligencia, etc. 

Históricamente la institución policial de esta provincia, fue reconocida por los altos niveles de violencia rutinaria y la sistemática violación a los derechos humanos, llevadas a cabo por ciertos “grupos operativos” al interior de su estructura (Saín, 2002). La existencia de este complejo entramado de redes delictivas y de violencia policial, que se extendió con la reinstauración de la democracia
,  a su vez poseía una cobertura e impunidad derivado de las múltiples relaciones entre efectivos policiales, actores políticos
 y miembros del poder judicial. Esto sumado, a que los funcionarios políticos provinciales habían vinculado y delegado recurrentemente el diseño de políticas y objetivos de seguridad en esta institución -abandonando así el gerenciamiento de este campo y sometiéndolo a la propia lógica y dinámica institucional de la policía- determinó que el aparato policial adquiriera marcados márgenes de corporativización y autonomía. 

A pesar del grave marco institucional y social que envolvía a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, no existieron intentos de producir reformas a este dispositivo durante los gobiernos democráticos, las acciones gubernamentales solo estuvieron dirigidas a mejorar el equipamiento policial y en continuar el pacto de no-agresión entre el poder político y funcionarios policiales antes mencionado (cfr. Dutil y Ragendorfer, 1997; Saín, 1998; Saín 2000). Es más, en 1996, luego de que agentes de la bonaerense se vieran implicados en graves hechos delictivos y esto tomara fuerte repercusiones en la opinión pública y en las demandas sociales, el Gobernador Eduardo Duhalde respondió a ello calificando a la Policía de la Provincia de Buenos Aires como “la mejor policía del mundo” (cfr. Clarín del 17 de junio de 1996).

Esta posición de intransigencia del poder político provincial se modificó a fines de 1996, pues ese año sucedieron graves hechos de violencia policial y además se  dictó el procesamiento y detención judicial de oficiales de la bonaerense, implicados en el ataque terrorista contra la sede de la Asociación Mutual Israelita Argentina. En octubre de ese año el gobernador Duhalde removió de su cargo al jefe policial , quien fue remplazado por Adolfo Vitelli y De Lazzari a cargo de la secretaria de Seguridad diseñó un plan de intervención que giró en torno a dos finalidades: la depuración de personal y una reforma del procedimiento criminal.

La primera finalidad se pretendió alcanzar mediante la sanción de la Ley de Emergencia Policial (Ley 11880), a través de ella se facultó a la modificación la estructura policial y se colocó a todos los integrantes de la bonaerense en disponibilidad por el plazo de un año. Este plazo estaría destinado a analizar la conducta de cada efectivo policial y en el caso de comprobarse irregularidades se los separaría de la institución mediante la prescindibilidad o exoneración. Esta medida no fue pacíficamente recepcionada por los miembros de la institución, sino que recibió las más variadas reacciones. El plan de intervención  además de exonerar a un número importante de funcionarios policiales relacionados con hechos delictivos, provocó algunas modificaciones organizacionales y simbólicas en la estructura policial, 

La otra finalidad pretendió ser alcanzada mediante la modificación de la ley de procedimiento criminal; esto permitiría mejorar el control sobre la actividad policial y modificaría la relación con el poder judicial; pero esta acción terminó siendo modesta en sus resultados finales.

Posteriormente De Lazzari creó los Defensores Municipales de la Seguridad, pero como consecuencia de la fuerte resistencia de parte de la  fuerza policial a su intención de colocar un jefe civil al mando de la Policía fue removido en abril de 1997. Su cargo fue ocupado por Carlos Brown, quién bajó los decibeles de las acciones de reforma y retomó la anterior posición de intransigencia y de no-confrontación con el sector policial.

Este giro antirreformista (Saín, 2002) tuvo corta vida, pues  en octubre de 1997 el justicialismo –partido oficialista- fue derrotado en las elecciones legislativas, y los funcionarios políticos percibieron que la problemática de la seguridad había sido determinante en el comportamiento electoral, ya que los habitantes de la provincia comprendían que la inseguridad reinante en el territorio era producto del desgobierno de la institución policial y de sus graves conductas violentas y corruptas. Entonces el Gobernador Duhalde, que pretendía competir en las elecciones presidenciales de 1999, intuyó que una política activa en materia de seguridad sería una buena estrategia en pos de recuperar espacio electoral, de esta forma decidió reiniciar una reforma policial más amplia.  Así en 1997 se separó de su puesto al subjefe de la Policía Bonaerense, comisario Lugos
, y conjuntamente con él a toda la plana mayor de oficiales. Esto generó un serio estado de inestabilidad dentro de la institución policial emergiendo  las fuertes pujas e internas policiales, que enfrentaban a funcionarios y ex-funcionarios aliados y detractores del nuevo ensayo reformista
.

El plan de reforma

Ante el cambio de actitud del ejecutivo provincial, Alberto Binder
 y León Arslanián
 presentaron al gobernador Duhalde un proyecto de reforma estructural del sistema de seguridad y de la Policía de la Provincia de Buenos Aires. Los lineamientos generales se presentaron en el “Plan de Reorganización General del Sistema de Seguridad e Investigación de los Delitos de la Provincia de Buenos Aires”, de acuerdo al diagnóstico presentado se estaba en presencia de una crisis terminal y ante la necesidad de encarar reformas urgentes y estructurales. Asismismo se sostenía que que la crisis tenía raíces estructurales en todos sus segmentos policiales y que la ausencia de una política definida en este campo había generado un aumento de las demandas sociales y un aceleramiento de los tiempos políticos para el cambio. Por último se concluía que las distintas soluciones ‘de emergencia’, tales como los cambios de jefaturas y las depuraciones no habían demostrado eficacia  debido a que la propia organización tenía una enorme capacidad de reproducir cuadros que perpetuaban el estado de corrupción e ineficacia. 

Como dato importante el plan señalaba que los riesgos de contar con un consenso general en esta materia eran muy altos, pues los procesos políticos se habían autonomizado debido a la carrera presidencial, a la gobernación, disputas locales, y que el proceso de recomposición de las alianzas internas de los partidos llevaría un tiempo más largo que el exigido para dar una respuesta a este problema (cfr. Arslanián y Binder, 1997; Palmieri, Filippini y Thomas, 2001). Ante esta situación se  proponía un “plan de acción inmediata”, de efecto “shock” a ser implementado en 90 días a través de una intervención institucional focalizado en el desmantelamiento y disolución de la Policía de la Provincia de Buenos Aires y la conformación de un “nuevo esquema del sistema de seguridad e investigación de los delitos” (cfr. Arslanián y Binder, 1997) (buscar nº de página). 

Ante la situación crítica  descripta en el plan, se proponía una única salida pues se afirmaba que “...se debe acabar el ciclo histórico de esta policía porque ya no tiene posibilidades de reconvertirse, responde a un esquema político y técnico superado ... y por tanto, esa sola medida  produce la redefinción del problema y tiene la magnitud suficiente para recuperar el liderazgo en el proceso de cambio y calmar expectativas sociales” (cfr. Arslanián y Binder, 1997).

El plan de reforma se proponía realizar fuertes cambios en plano organizativo y de las funciones policiales, mediante el “fraccionamiento de la estructura existente” y por medio de la redefinición de las funciones básicas las que a partir de ahora estarían dadas por la investigación criminal, la seguridad preventiva, la seguridad vial y la custodia y traslado de detenidos. Cada nuevo segmento policial estaría encargado de esas funciones y serían estructurados orgánicamente también en forma diferencial y con sus respectivos órganos de conducción. Coincido con Palmieri, Filippini y Thomas quienes remarcan que “...la separación entre los cuerpos policiales no sólo era una estrategia con fines de distribución del poder sino también cuestiones de gestión y diseño como la separación entre policías de seguridad y de investigación o la descentralización y la mejora de las respuestas operativas” (cfr. Palmieri, Filippini y Thomas, 2001). 

Consecuentemente con este nuevo modelo de gestión y gobierno de la seguridad pública, el sistema no sería conducido unipersonalmente  sino por el titular del poder ejecutivo a través de una nueva cartera ministerial que debía constituir una “estructura de gestión con gran capacidad operativa, en especial en los primeros meses, y luego con gran capacidad de coordinación de los distintos procesos de cambio” (cfr. Arslanián y Binder, 1997)
.

Haciéndose eco de las nuevas transformaciones en materia de políticas públicas de seguridad urbana y prevención del delito que estaban emergiendo en uestro país, el plan establecía la creación y fortalecimiento de la participación comunitaria en materia de seguridad, así como también la regulación del sistema de seguridad privada como parte componente del sistema provincial de seguridad pública (cfr. Arslanián y Binder, 1997). 

En el marco del proceso de reforma procesal penal se proponía “repotenciar el proceso de cambio de la justicia penal”, para lo cual se proyectaba retirar de las dependencias policiales las causas penales que estaban siendo instruidas por funcionarios policiales y derivarlas a la órbita judicial (cfr. Arslanián y Binder, 1997). 

En pos de enfrentar las potenciales dificultades del logro de un consenso político, se establecía la creación de una “comisión de altísimo nivel” presidida por el gobernador
. Dicha comisión estaría encargada de supervisar el desarrollo de la reorganización, efectuar un informe sobre la situación de la seguridad provincial y delinear las bases de un nuevo sistema de seguridad, coordinar las actividades de las distintas áreas del programa operativo, convocar a los distintos sectores sociales y políticos para que efectuaran aportes y contribuciones al plan, y asesorar al gobernador (cfr. Arslanián y Binder, 1997). 

La  reforma

A través de la promulgación del decreto 4506/97 del 19 de diciembre de 1997, el gobernador Duhalde decidió implementar el “Plan de Reorganización General del Sistema Integral de Seguridad e Investigación de los Delitos de la Provincia de Buenos Aires”. Como primer medida dispuso “la intervención de la Policía Bonaerense a los efectos de su reorganización” y estableció el plazo máximo de dicha intervención en noventa días”. En esa oportunidad se designó como interventor al entonces diputado provincial oficialista Luis Lugones.
En el campo de lograr un consenso político que apoye el programa reformista, ni la Unión Cívica Radical, ni el Frepaso – principales partidos opositores - aceptaron formar parte de la “comisión de altísimo nivel”. Pues entendieron que tal participación significaría comprometerse políticamente con el gobernador y con la conducción política del plan en cuestión (Saín, 2000). Solo se limitaron a respaldar institucionalmente al gobierno provincial en la implementación del mencionado plan, para lo cual propusieron la creación de una comisión parlamentaria bicameral encargada del seguimiento y control del proceso de reforma que se iniciaba. También se comprometieron a votar los instrumentos legales necesarios para su implementación (cfr. Saín, 1998, 2000 y 2002).
La Legislatura Provincial sancionó la ley 12.068  en diciembre de 1998, convalidando la intervención de la Policía Bonaerense (art. 1) y  creando la Comisión Bicameral encargada del “seguimiento y fiscalización de las políticas de prevención del delito, seguridad, criminalística, criminología e inteligencia y de los órganos y actividades que desarrollan las mismas en el ámbito de la provincia de Buenos Aires” (art.2º). También se sancionó la ley 12.069 a través de la cual se creó el Instituto de Política Criminal y Seguridad (IPCS)
.

El interventor Lugones dispuso el paso a retiro a toda la plana mayor de la institución, desmanteló los segmentos de mando y conducción y se dispuso el retiro de más de 300 Comisarios Generales y Comisarios Mayores. Además, se disolvieron las Unidades Regionales de las que dependían las comisarías y éstas pasaron a depender directamente de 18 nuevas “Jefaturas Departamentales”, creadas de acuerdo con las jurisdicciones territoriales de los departamentos judiciales en que estaba dividida la provincia. A su vez, se disolvieron todas las Brigadas de Investigaciones -tanto las generales como las especiales destinadas a combatir delitos específicos como el narcotráfico, la sustracción de automotores, el cuatrerismo, las defraudaciones y estafas y otras cuestiones puntuales- y se conformaron 18 “Delegaciones Departamentales de Investigaciones” (DDI) también de acuerdo a los departamentos judiciales. Las DDI quedaron encargadas de llevar a cabo las investigaciones criminales y asistir a la justicia en las actuaciones solicitadas por ésta (cfr. Annicchiarico, 1998; Saín 1998, 2000 y 2002, Palmieri, Filippini y Thomas, 2002).
Por últimoen febrero de 1998 se ordenó la remisión a los juzgados correspondientes de todos los expedientes y causas penales que estaban siendo investigadas por la policía o que por cualquier otra razón se hallaban en dependencias policiales, buscando desafectar el personal policial y destinarlo a tareas policiales de seguridad. Pese a la significativa resistencia interpuesta por los principales operadores y miembros de la justicia criminal provincial, durante el primer mestraspasaron 35.000 causas penales. (cfr. Annicchiarico, 1998; Saín 1998, 2000 y 2002, Palmieri, Filippini y Thomas, 2002).
Casi a la finalización del período de intervención el gobernador Duhalde decidió la prorroga de la intervención policial por otros 45 días, hasta que se creara el Ministerio de Seguridad y Justicia. Esta decisión gubernamental provocó una puja entre los titulares del IPCS (Arlanían y Binder), pues “...éste último cuestionaba al primero el establecimiento de estrechos límites a la reforma” (cfr. Palmieri, Filippini y Thomas, 2002). Este fue un evento clave para la suerte que iba a correr el ensayo reformista, pues a en el mes de abril de 1998, Binder se alejó del IPCS y esto produjo la reducción del apoyo del Frepaso al proceso de cambio(partido de centro izquierda opositor).

La nueva estructura: creación del Ministerio de Justicia y Seguridad

Con la sanción de la ley 12.090 creó el Ministerio de Justicia y Seguridad, funciones principales eran la gestión de las áreas de seguridad, investigaciones policiales, justicia, sistema penitenciario y relaciones con la comunidad. 

Si bien estábamos en presencia de una nueva estructura ministerial –inédita en el ámbito argentino- esta repetía “viejos males” de los modelos anteriores como, por un lado la gran acumulación de funciones; y por otro, la división interna se correspondía con el modo en que se estructuraba cada una de esas áreas en la lógica política tradicional. “La secretaría de seguridad y la secretaría para la policía de investigaciones (en función judicial) se concentraban los asuntos policiales y la secretaría de justicia se encargaba de las relaciones con ese poder, y tal como sucedía antes, dependían de ella los establecimientos penitenciarios”(cfr. Palmieri, Filippini y Thomas, 2002).
La Reforma Legal

El poder ejecutivo  envió a inicios de abril de 1998 al poder legislativo provincial un proyecto de ley de “Seguridad Pública y Orgánica de las Policías de la Provincia de Buenos Aires”. Por su parte la Alianza opositora -integrada por UCR-Frepaso- presentaron dos proyecto de ley alternativos:“ley Provincial de Seguridad Pública” y“ley de Orgánica del Sistema Único Policial de la Provincia de Buenos Aires”. También el bloque de senadores de la provincia presentaron dos proyectos de ley sobre las mismas materias. y en junio, el bloque de senadores del Justicialismo presentó otros dos proyectos sobre los temas referidos a los presentados por la Alianza. La coexistencia de varios proyectos de ley se mostraba como un indicador del debilitamiento y precariedad del consenso logrado en diciembre de 1997 (Saín, 1998, 2000 y 2002). 

El 15 de julio de 1998, la Cámara de Senadores provincial aprobó sin modificaciones los proyectos de ley presentados por el bloque de senadores del PJ y sancionó las leyes 12.154 Ley Provincial de Seguridad Pública y 12.155 de Ley de Organización de las Policías de la Provincia de Buenos Aires..

La ley 12.155 estableció tres policías en el ámbito provincial, la “Policía de Seguridad Departamental”
, la “Policía de Investigaciones en función judicial”
 y la “Policía de Seguridad Vial”
 (cfr. art. 2), así como también se creó Servicio de Custodia y Traslado de Detenidos
. A su vez esta ley también incorporó una serie de principios de actuación y procedimiento policial adaptados a los estándares internacionales en la materia
, así como también estructuró instancias destinadas a regular la participación comunitaria (cfr. art. 10 al 44)

La ley 12.154 definía la “seguridad pública” en torno de la comunidad como sujeto fundamental, lo que implicaba un precedente legislativo novedoso en el intento de superar la concepción de “orden público” a pesar de que en sí la definición conceptual poseía fuertes contradicciones (cfr. Saín 1998,2000 y 2002). 

A su vez se estableció la creación de una oficina encargada del “Control de la Corrupción y el abuso funcional”, dirigidas por un auditor y un tribunal de ética. Pero, a pesar de que de la posición del plan organizador, esta oficina fue ubicada dentro de la competencia del Ministerio de Justicia y Seguridad.

Por último el plan de reorganización remarcaba que el servicio de seguridad privada era un problema y un campo a regular debido a su complejidad y creciente aumento. Recién en abril de 1999 se sancionó la ley 12297 que regulaba este servicio, pero a pesar de dicha regulación legal el sistema de seguridad privada continuó sin lograr ser institucionalizado ni controlado, continuando su funcionamiento como “fuerza policial paralela, en muchas ocasiones mejor pertrechadas y adiestradas que los cuerpos policiales gubernamentales, pero sin la debida preparación del personal y hasta con componentes no habilitados para el desempeño de actividades de esa complejidad... no fueron escasas las oportunidades en que tales organizaciones protagonizaron notorios hechos delictivos” (Saín,1997, p.2).

El caso de la Provincia de Santa Fe


En el plano organizativo la Policía de la Provincia de Santa Fe tiene“una organización centralizada en lo administrativo y descentralizada en lo funcional”(Ley orgánica de la policía), esto porque la policía de la provincia se divide en 19 Unidades Regionales
 (donde se reproduce el esquema organizativo y funcional de la jefatura de policía); obedeciendo esta división a la organización política de la provincia en departamentos. A comienzos de 1999, la Policía de la Provincia de Santa Fe poseía 11.952 miembros, es decir que en la provincia había 1 policía por cada 242 habitantes; esto es, 4 funcionarios policiales por cada 1.000 habitantes.(cfr Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia de Santa Fe-Policía de la Provincia de Santa Fe, Santa Fe, 1999).
La policía santafesina también presentaba (y presenta actualmente) altos índices de violencia policial y prácticas sistemáticas de violación a los derechos humanos. Al respecto Rosúa y Sagarduy
, afirman que “...utilización de la policía para la persecución del adversario político e ideológico ha sido un recurso habitual de gobiernos civiles y militares. Los altos niveles de impunidad alcanzados durante la última dictadura y que, en gran medida, se extendieron en el proceso de transición democrática, también dejaron sus marcas en las fuerzas policiales. De la misma manera, los niveles actuales de corrupción conspiran contra la legitimidad de la policía en la sociedad” (cfr. Rosúa y Sagarduy, 1999).

También en la Provincia de Santa Fe, reproduciéndose (desde 1983) una constante observable en todos lo gobierno democráticos nacionales y provinciales, no se consideró a la problemática de la seguridad urbana como un campo a gestionar prioritariamente mediante políticas públicas, lo que derivó en una continua delegación del diseño y ejecución de políticas en esta materia a manos de la institución policial.

Por otro lado, en esta jurisdicción provincial en el transcurso de la década del 90’, el incremento sostenido de los delitos denunciados  el aumento de la sensación de inseguridad y del temor al delito, determinó que la seguridad urbana se transformara en una problemática “visible” y la inadecuación de los organismos de seguridad a las actuales circunstancias, determinó que la cuestión de la seguridad prontamente se convirtiera en un punto neurálgico de las preocupaciones y demandas de los habitantes de esta provincia.A partir de 1996, y teniendo en cuenta el preocupante diagnóstico sobre la institución policial, el nuevo gobierno provincial comenzó a desarrollar una serie de cambios.  Dicho diagnóstico destacaba el alto grado de militarización de la policía, la sensación de impunidad de sus miembros, su autonomía institucional respecto del poder político, la anarquía evidenciada en el predominio de los objetivos individuales o grupales, legales o ilegales, frente a los objetivos institucionales, la existencia de pujas internas y la desconfianza del personal subordinado a sus superiores, como elementos centrales generadores de su desprestigio público en un contexto de creciente aumento de la criminalidad y sensación de inseguridad (cf. Rosua, 1998, pp. 38-39; Sagarduy-Rosua, 1999). 

Entonces, en función de este análisis, el gobierno provincial estableció tres “objetivos políticos de seguridad”: a) “restablecer la confianza entre la policía y la comunidad”; b) “mejorar la formación del personal policial”; y c) “reconstruir la capacidad disciplinaria de la fuerza policial y avanzar en un proceso de depuración interna” (cf. Rosua, 1998, pp. 38-39; Sagarduy-Rosua, 1999). Para desarrollar estas metas puso en marcha diversas iniciativas vinculadas con un proyecto general de reforma policial.

El plan de reforma 

Entre estas iniciativas se destacaban la creación y desarrollo de las Juntas Barriales de Seguridad Comunitaria en diversas ciudades de la provincia; el cambio en el sistema de reclutamiento; el cambio en los cursos de capacitación para aspirantes; la modificación del programa de estudios de la Escuela de Cadetes; dictado de charlas, talleres y seminarios por docentes y especialistas de universidades, instituciones públicas y ONG; disolución de las Divisiones de Robos y Hurtos a partir de 1998
 y la creación de los Centros de Formación en Destino (cfr. Rosua, 1998; Sagarduy-Rosua, 1999).

Además, para apoyar los cambios generados por aquellas iniciativas, el gobierno provincial intentó producir una reforma legislativa profunda. Así, en septiembre de 1998, envió a la Legislatura Provincial el proyecto de Ley de Organismos de Seguridad Pública de la Provincia, que pretendía derogar la Ley Orgánica de la Policía Provincial y la Ley del Personal Policial. El proyecto contemplaba diversas mutaciones en lo que se refería a los mecanismos de control interno de la institución policial: creaba legislativamente la Dirección Provincial de Asuntos Internos (art. 8); anulaba la regla de la obediencia debida con respecto a “la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delitos o sean contrarios a la constitución o a las leyes” (art. 5); consagraba el principio de legalidad y taxatividad en la determinación de las faltas policiales (art. 32); flexibilizaba la obligación de portar armas en todo lugar y momento ya que fuera de servicio se convertía en facultativa; y establecía tres tipos de faltas policiales —leves, graves y gravísimas— regulando exclusiva y taxativamente las gravísimas (dentro de las cuales aparecían algunas innovaciones interesantes como la consagración explícita como falta gravísima de cualquier conducta constitutiva de delito doloso, de toda actuación que suponga discriminación por razón de sexo, religión, raza, opinión o cualquier circunstancia personal o social) y dejando la determinación de las graves y leves a la reglamentación (art. 34 y 35), señalando en su art. 36 que “serán graves las que surjan del incumplimiento de la presente ley y su reglamentación” y serán leves “las que no trasciendan la mera negligencia”; se abolía el arresto como sanción policial (art. 37), etc. No obstante, este diseño legislativo ni siquiera fue tratado por el Poder Legislativo (cfr. Rosua, 1999). Este fracaso de la iniciativa de reforma legislativa debe atribuirse a la inexistencia de un consenso básico entre gobierno provincial, los bloques legislativos oficialistas y los bloques de los partidos de la oposición en materia de seguridad urbana y reforma policial. Evidenciando la falta de perspectiva y de voluntad firme de la clase política a la hora de asumir la responsabilidad y el gerenciamiento de cuestiones institucionales y sociales más complejas y sentidas. Esta debilidad política constituye uno de los factores más grave a la hora de diseñar e implementar acciones tendientes a reconvertir integralmente el sistema de seguridad y policial provincial en esta región.

 El impacto de los dos procesos de reforma policial

Seguidamente se analizará el impacto de los dos procesos de reforma, tomando en consideración los principios y fines que sus operadores proyectaron a la hora de diseñar e implementar las estrategias reformistas.

 Provincia de Buenos Aires

A pesar que la Ley 12155 consagraba “principios democráticos de actuación policial”, estos solo quedaron en el plano de los objetivos, pues no se regularon ni pensaron las acciones y técnicas a través de las cuales se podría trasladar estos principios a las prácticas policiales. Los diseñadores e implementadores de la reforma pensaron que, con consagración legal y la simple incorporación de estos principios a los planes educativos policiales, bastaría para su efectivización práctica. Por otro lado existía una marcada contradicción entre estos principios de contenido abstracto y ciertas facultades y prácticas policiales –permitidas y reguladas legalmente-
.

La nueva estructura policial

Si bien en el seno de las Departamentales de Seguridad se establecieron algunas modificaciones orgánicas, ello no se correspondió en un proceso de descentralización ni produjo modificación algunas en las prácticas rutinarias de los efectivos policiales. A pesar de la consagración de la nueva división en departamentos y la existencia de control financiero, esto tampoco se tradujo en avances en pos de lograr la autonomía departamental. Tampoco se logró introducir nuevas acciones de prevención que permitieran inhibir y modificar las prácticas policiales tradicionales en la resolución de conflictos. Es decir que no se modificó ni se estableció acciones concretas contra las rutinas violentas y redes de corrupción (las que siguieron funcionando como métodos informales de resolución de conflictos). Por otro lado, a pesar de que se diseño un sistema para la producción de información criminal, esta herramienta no se utilizó a la hora de diseñar estrategias de prevención y/o conjuración de delitos. Las “nuevas modalidades de trabajo policial” seguían reproduciendo ineficaces e ineficientes lógicas: mayor número de policías en la calle, patrullaje más ostensivo,y evaluación por resultados

Las policías de investigaciones

El nuevo sistema de investigaciones proyectado se basaba no solo en una nueva estructura –cuerpo policial en función judicial- sino también en la centralidad de fiscales a cargo de la dirección de la policía de investigaciones. “La presencia de los fiscales fue resistida con un retraimiento de la actividad policial. Y si bien los delitos de menor cuantía o rutinarios permitían alguna intervención de los fiscales, la necesidad de una resolución pronta en los hechos más graves producía que los nuevos fiscales permitieran el desarrollo de los modos de trabajo policial anteriores. La policía judicial nunca terminó de desarrollarse con funciones policiales sino más bien como auxiliares letrados de los fiscales” (cfr Palmieri, Filippini y Thomas, 2001) 

 Participación comunitaria 

 
Si bien se consagró en el plan de reorganización como uno de los ejes centrales la participación comunitaria en materia de seguridad, recién en  enero de 1999 a través del decreto 96/99 se reglamentó el registro de organizaciones y entidades comunitarias habilitadas para participar en estas instituciones, así como en la constitución de los Foros Vecinales y Municipales de Seguridad. Esta demora
 implicó la negación de un aspecto clave de la reforma y se privó así a los bonaerenses de una intervención efectiva en las cuestiones referidas a la seguridad. Esto se tradujo además en la imposibilidad de disputar el monopolio que ostenta el dispositivo policial en la administración y gestión de la seguridad.

La seguridad privada

Recién a fines de julio de 1999 el ministro el ministro Arslanián anunció la implementación de “...un plan piloto tendiente a “integrar” el sistema de seguridad privada al sistema policial público” (cfr. Clarín 28 de julio de 1999)
. Los titulares de las mismas agencias de seguridad hicieron conocer su rechazo al plan piloto.
 “para nosotros, la seguridad es un negocio, y la seguridad pública es un deber indelegable del Estado”. En definitivas proyecto ministerial significó un paso más en la concesión de mayores facultades a las prestadoras de servicios de seguridad, que el fortalecimiento de las líneas iniciales de acción que pretendían una regulación firme del sistema privado.

Formación y capacitación de recursos humanos

Al no existir una Ley de Personal Policial acorde a principios democráticos, se seguían reproduciendo las tradicionales estrategias de gobierno verticales y autoritarias. En materia de formación y capacitación del personal, aunque se clausuraron las escuelas de suboficiales e institutos secundarios que dependían de la policía y sólo se mantuvo abierta la Escuela Juan Vucetich, así como se modificó y amplio el plan de formación, las demandas de aumentar el número de policías determinó que se recurriera al empleo de los aspirantes antes de que culminaran su formación (cfr. CELS, 1998). “Si bien se desarrollaron breves cursos intensivos de reentrenamiento para el personal de las divisiones departamentales de seguridad, en los que el entrenamiento físico y el uso de la fuerza y de las armas ocupaban el espacio central (cfr. CELS, 1998). 

Mecanismos de control interno

La Oficina de Control empezó a funcionar en febrero de 1999 y en los primeros diez meses de funcionamiento, había tomado a su cargo la investigación de menos de 500 casos (Palmieri y otros, 2001:208). Pero debido a que le régimen disciplinario anterior se mantenía intacto y ante la ausencia de recursos humanos para llevar adelante las tareas proyectadas, la experiencia “...sólo se trató de una resstructuración parcial del segmento superior del régimen disciplinario y tampoco fueron ejecutados mecanismos no tradicionales de supervisión (tales como los sondeos de opinión o exámenes a los aspirantes), ni se realizaron medidas para monitorear el funcionamiento del régimen” (cfr Palmieri y otros, 2001).

 Provincia de Santa Fe

Objetivo 1: “Restablecer la confianza entre la policía y la comunidad” 

El alcance de este objetivo se lograría mediante la implementación de las denominadas Juntas Comunales de Seguridad Comunitaria y las Juntas Barriales de Seguridad Comunitaria
. Pero esta iniciativa se tradujo en un mero mecanismo de consulta y formulación de la agenda de problemas, más que una participación activa de la ciudadanía en materia de seguridad  y/o mejoramiento de la relación con los funcionarios policiales. Siguiendo a Sozzo podemos decir que “...se tratró de una reflexión acerca de la forma de mejorar la relación entre los ámbitos formales e informales del control social, que se traduce de diferentes maneras: desde iniciativas de participación ciudadana en la toma de decisiones a formas de consulta y  ejercicios de relaciones publicas. La mayor parte de las iniciativas generadas desde este marco teórico han sido desde  arriba hacia abajo  y han tratado de movilizar al publico para apoyar las actividades de las agencias estatales existentes. Las expectativas de la participación ciudadana no han coincidido en la mayor parte de los casos con el diseño de las iniciativas y esto ha ocasionado que la misma haya sido por lo general fragmentaria y esporádica.” (cfr. Sozzo, 1999)
Por otro lado la iniciativa no se problematizaban los conceptos de “comunidad o gente”, conceptos que a menudo aparecieron en  los discursos oficiales. En ese doble movimiento, “la gente” se transformaba también en un fetiche; expresiones generalizantes como “la necesidad de que la gente participe”, “la gente tiene miedo” o “la gente demanda seguridad” nos hablan de visiones superficiales que no avanzan en el análisis más profundo de la heterogeneidad y los matices existentes entre las distintas visiones de los ciudadanos. La perspectiva de “la gente” debe entenderse entonces como un problema complejo, pues frente a los discursos homogeneizadores de los funcionarios - articulados por objetivos políticos determinados- se despliegan los reclamos de los ciudadanos en toda su variedad y heterogeneidad, poniendo de manifiesto una amplia gama de demandas específicas y formas particulares de organización. 

La escasa eficacia de esta intervención puede buscarse en problemas de teóricos y prácticos. En principio fundamentalmente la implementación de esta táctica ha respondido a demandas coyunturales y sin una previa construcción teórica, y por otro lado cuando se ha basado en premisas teóricas previamente elaboradas estas se han caracterizado por se contradictorias e incoherentes.

 Objetivo 2: “Mejorar la formación del personal policial”

Si bien se produjo importante modificación al sistema de educación policial, mediante las que se modificaron el contenido del currículo, los períodos de formación, se establecieron líneas de capacitación con universidades públicas,etc, esto no se tradujo en un cambio sustancial en la formación concreta de cada funcionario policial. Pues si bien el contenido del currículo se orientó e inspiró en principios democráticos de actuación, no se diseñaron las acciones y técnicas a través de las cuales se podría trasladar estos principios formativos a las prácticas policiales. Al igual que la Provincia de Buenos Aires, los operadores de la reforma santafesino, pensaron que la simple incorporación de estos principios a los planes educativos policiales, bastaría para su efectividad  práctica. 
Objetivo 3: “Reconstruir la capacidad disciplinaria de la fuerza policial y avanzar en un proceso de depuración interna”
Este objetivo se pretendió alcanzar principalmente a través de la creación de Dirección Provincial de Asuntos Internos posee características que la hacen una experiencia original y hasta curiosa. Como resultados positivos de esta intervención fue la apertura de los mecanismos de control interno de la Policía de la Provincia de Santa Fe, que permitió la intervención externa, por parte del poder político, en el núcleo duro en el que se juegan las relaciones de poder en la institución policial. Esta Dirección ha logrado difundir su actividad dentro de la institución policial y del Estado, adquiriendo un cierto prestigio institucional y social en el marco de una buena y frecuente vinculación con los medios masivos de comunicación. En diciembre de 1999 se produjo un cambio de gobierno provincial y la sensación difundida entre los miembros de la DPAI era de incertidumbre sobre el futuro de la instancia, ya que las autoridades políticas electas enviaban periódicamente mensajes que apuntaban a la reversión de las iniciativas de reforma policial encaradas por el gobierno provincial 1995-1999 —pese a ser ambos del mismo partido político

Otra de las modificaciones fundamentales es la incorporación en el plano simbólico, aun cuando débilmente, de una conceptualización del control de la actividad policial que no es sólo reactiva (vigilar y castigar)sino también proactiva (control de gestión y prevención). 

Sin embargo, esta iniciativa de reforma policial, al no estar acompañada de un cambio estructural de la institución policial (ni siquiera de un cambio legislativo , ya que el proyecto de ley enviado a la Legislatura provincial no fue tratado), ha tolerado un conjunto de continuidades en lo que respecta a los mecanismos de control interno de la institución policial. Entonces, pese a la DPAI, el régimen disciplinario continúa, como arquetipo de la forma de ejercicio del poder en la institución policial, siendo una máquina de extracción de obediencia y reproducción de la autoridad en el marco de la jerarquía policial, de difusión del arte del silencio y del mantenimiento del secreto, de construcción constante de la identidad policial y el "espíritu de cuerpo", de militarización y de impunidad de las ilegalidades policiales (cfr. Sozzo, González, Corti et al, 2000). 

Conclusión:  Riesgos y factibilidades de reforma policial en Argentina


Considerando “el estado del arte” sobre los procesos de reforma policial intentaremos realizar una lectura final que supere el nivel de detalle de cada una de las acciones y aportar algunas reflexiones y elementos de juicio para el diseño futuro de políticas de transformación del dispositivo policial.

A pesar de la existencia de elementos, que hacen a las experiencias reformistas de Provincia de Buenos Aires y Provincia de Santa Fe diferentes entre sí, sobre la superficie aparecen ciertos puntos de contacto que las hacen comparables.

En ambas jurisdicciones la implementación de la reforma no fue pacífica, pues generaron apoyos y rechazos explícitos e implícitos de diversos actores. Los operadores reformistas de estos territorios provinciales vislumbraron en la propia policía, uno de los principales focos de resistencias, pero sin embargo, los opositores policiales no llegaron a constituirse en una amenza real al proceso.  “No obstante, aunque la oposición activa de la policía no ejerció una influencia importante, la reforma fue corroída por la ausencia de colaboración y las resistencias rutinarias que se ejercían frente a distintas líneas de acción. a medida que el proceso iba disminuyendo su prestigio, estas reacciones adoptaron formas más explícito (cfr. Palieri, Filippini y Thomas, 2001). En cuanto a los actores políticos, también en ambas provincias, tuvieron cierto rechazo o no involucramiento con la reforma policial medida que la reforma cuestionaba ciertos circuitos informales e ilegales de la propia actividad politica, críticaba también a legisladores e intendentes. 

Otro elemento común en ambas provincias, fue la existencia de marcados procesos de suspensión de las acciones reformistas, caracterizados en materia de políticas públicas de seguridad urbana, por suspender o limitar varias de las iniciativas de reforma policial emprendidas por los gobiernos provinciales anteriores y que han revertido el discurso y la actitud reformista, además de haber influenciado en la magnitud e intensidad de los usos de la violencia policial y la corrupción policial (cfr. CELS, 2000,2001 y 2002; González, Montero, Sozzo y Tavella, 2002) 

A pesar de que el naufragio de los ensayos reformistas no se explican únicamente por la falta de capacidad técnica de sus actores, considero que uno de los factores determinantes de sus fracasos y deriva intelectual, es consecuencia de estar fundado solo en buenas intenciones, con una ausencia de investigación criminológica previa, implementando programas acríticos y ortodoxos, sin fundamentación empírica. Programas que aíslan, reducen o reconducen un estado crítico, sin que pueda ser asociado dicho estado con procesos sociales más amplio. Con la misma clave de análisis se podría refutar el argumento explicativo del déficit de implementación de las medidas proyectadas.

Este enfoque acrítico a su vez trae aparejado un conjunto de acciones frágiles en el tiempo y contradictorias entre sí, facilitándose posteriormente la emergencia de “recetas milagrosas y efectivistas”, como por ejemplo las reformas legislativas. De esta forma se sigue reproduciendo la hegemonía de lo jurídico para pensar estos procesos sociales e institucionales. Esta hegemonía de lo jurídico  ha  reducido en buena medida un debate de naturaleza  política y social a un debate sobre los cambios y continuidades legislativos, reproduciendo lo que Dario Melossi, ha calificado como la perspectiva del “jurista ingenuo”: “...la del hombre del derecho que cree que los problemas sociales, económicos y políticos y los propios problemas del ordenamiento jurídico, pueden ser resueltos mediante un cambio legislativo” (Melossi, 1996, p. 77).

Estos intentos de transformación  del dispositivo policial, parecerían que respondieron a “cuestiones de buena conciencia” de los actores políticos, tratándose respuestas espasmódicas a determinadas demandas e intereses. En este sentido los ensayos reformistas del dispositivo policial parecen haber funcionados como las estatuas de Naipaul, las que se construían para tranquilizar a los poderosos acerca de sus intenciones. Pero estos procesos son importantes en otro sentido, pues emergen como construcciones ideológicas plagadas de contradicciones, anomalías y paradojas. Estas tensiones internas son indicadores de una agenda oculta, de un mensaje que debe ser decodificado. Como afirma Cohen, “la arena de la política social es el sitio donde se resuelven estas contradicciones ocultas. Dejando de lado cualquier brecha ejecutiva supuesta entre retórica y realidad, es la propia retórica la que es problemática”. (cfr Cohen, 1985)


Por último, es posible visualizar un núcleo duro en estos procesos de reforma policial, en el plano de los discursos de los actores políticos involucrados  que podría definirse tentativamente como un “regreso al liberalismo”. Por supuesto esto no implica desconocer la existencia de elementos extraños a la remodelación liberal del proyecto policial de los siglos XVII y XVIII –el de la “ciencia de la policía” en el marco de las monarquías administrativas europeas- en las formulaciones de los reformadores de las policías argentinas, muchas veces fruto de procesos de importación cultural, fundamentalmente desde horizontes culturales anglosajones (Cfr. Sozzo, 2002)

Ahora bien, parecería ser que las reformas policiales argentinas pueden ser leídas centralmente como intentos de desembarazarse de la lógica que impone el “autoritarismo”, para abrazar los principios liberales. En este sentido, se dirigen tres tipos de medidas adoptadas en los procesos de reforma policial en la Argentina: la reforma de las  legislaciones y reglamentaciones; la modificación de aspectos de los procesos formativos policiales y la transformación y creación de mecanismos de control interno o externo de la actividad policial –como el surgimiento de las oficinas de asuntos internos.Estos tres tipos de medidas, en cierta medida, se dieron en las provincias analizadas en la segunda mitad de los años 1990.

Estos tipos de iniciativas de reforma policial se encuadran en el enfoque ortodoxo difundido internacionalmente sobre “democratización” policial, compuesto por medidas de reforma “culturalistas”  y “legalistas” (Shearing-Brogden, 1993, pp. 96-98).Por un lado, medidas “culturalistas”, pues se promueven estrategias de “colonización cultural”, en donde se apunta a que los valores y normas sostenidos por el publico sean introyectados por los miembros ordinarios de la institución policial  a través de diversos mecanismos formales y estrategias de “incorporación” que pretenden instalar vínculos más o menos informales entre policía y comunidad, intentando influenciar  a nivel local la cultura policial (Shearing-Brogden, 1993, pp. 98-107). Por el otro, medidas “legalistas”, pues se promueven estrategias de “producción interna de reglas” en una actitud de “confianza en la policía” en la que se apunta a generar o reforzar la aplicación de reglas internas que limiten el desarrollo de la cultura policial y estrategias de “producción externa de reglas” en la que se intenta  generar o reforzar la aplicación de reglas externas que limitan el desarrollo de la cultura policial (Shearing-Brogden, 1993, pp. 107-122)

La “democratización” policial no debería pensarse como una resolución absoluta de las tensiones que atraviesan lo que la policía (fue y) es en la modernidad, su hibridez, entre absolutismo, liberalismo y autoritarismo (cfr. Sozzo, 2002). Más bien, debe analizarse como el establecimiento de nuevos compromisos entre las diversas racionalidades políticas en juego, nuevas articulaciones entre técnicas policiales, nuevos arreglos entre la herencia y la innovación. Y desde el punto de vista práctico, esta conciencia de la “microfísica” de estas nuevas metamorfosis policiales, debería llevar a un posicionamiento que se sitúe en las diversas especificidades y actúe en los campos de fuerza en donde dichas especificidades se desenvuelven, impulsando el objetivo de minimizar el sufrimiento, el dolor que la actividad policial produce. De esta forma, en tanto búsqueda de la reducción del daño, sería posible –y necesario- resignificar la identidad “reformista” y “democrática”, rescatándola de las experiencias recientes en nuestro país, para nuestro presente y futuro.
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� Este artículo  es parte del Proyecto  “Public Security and Police Reform in the Americas” dirigido por John Bailey (Georgetown University) y Lucía Dammert (University of Chile).








� A título de ejemplo podemos mencionar el artículo 10 del, aún hoy vigente, Reglamento del Régimen Disciplinario de la  Policía de la Provincia de Santa Fe (sancionado por decreto 426/1972) en el que se obliga al funcionario policial el deber de portar arma reglamentaria las veinticuatro horas del día, siendo una falta a la ética policial –con su correspondiente sanción disciplinaria-,  “no portar en todo lugar y circunstancia el arma provista por la repartición, según las disposiciones reglamentarias”. 


� Cuando hablamos de agencias de seguridad nos referimos a la Policía Federal Argentina, Policía Provinciales; Prefectura Naval Argentina; Gendarmería Nacional y Policía Aeronáutica.


� En este sentido considero muy ilustrativa la metáfora utilizada por Beatriz Sarlo al señalar que estamos asistiendo a la creación de “dos naciones” en una misma ciudad (cfr. Sarlo, 1996, p. 89-93)


� Entre estos organismos podemos mencionar solo a título ejemplificativo el Banco Interamericano de Desarrollo (BID); Human Rights Watch (HRW); Fundación Tinker; Foreign and Commonwealth (UK), etc.


� Las cifras varían de acuerdo a la fuente consultada, por ejemplo, de acuerdo al “Relevamiento Integral de Recursos Humanos” realizado por la Policía de la Provincia de Buenos Aires en el año 1998, la cantidad de efectivos llegaba a 44534, mientras que para la Revista Noticias del 10 de agosto de 2000, esta cifra trepaba a 45000 efectivos. 


� Posteriormente a 1983, efectivos de la “Bonaerense” estuvieron  involucrados ejecuciones, secuestros extorsivos, desaparición de personas y elevadas cantidades de personas muertas en enfrentamientos con la policía (cfr.Pamieri, Filippini y Thomas, 2001; HRW / CELS, 1998; Dutil-Ragendorfer, 1997),  redes para robar y desarmar vehículos, vedercausas judiciales, etc. (Dutil-Ragendorfer, 1997; Ministerio de Justicia y Seguridad, 1999).


� De acuerdo Saín el  pacto de no agresión entre poder gubernamental y funcionarios policiales, “... consistió básicamente en conceder impunidad y no injerencia gubernamental frente a las actividades delictivas desarrolladas por los sectores más activos de esa policía a cambio de conseguir niveles respetables de seguridad ciudadana (cfr. Saín, 1998, p.69). En igual sentido,  Carlos Dutil y Ricardo Ragendorfer, sostuvieron también la existencia de este pacto, entre el entonces gobernador de la Provincia de Buenos Aires, Eduardo Duhalde y altos jefes policiales (cfr. Dutil y Ragendorfer, 1997)


�Este efectivo policial y otros altos oficiales eran sindicados como los principales responsables de mantener activas las redes de recaudación ilegal de la policía (cfr. Diario La Nación, 22 de noviembre de 1997;Dutil y Ragendorfer, 1997: 303 y sgts.)


� Por ejemplo el comisario Vitelli, figura clave dentro de la institución policial, se oponía públicamente a la propuesta de un civil para la dirección de la Policía Bonaerense y algunos medios de comunicación anunciaban que nadie controlaba a los policías exonerados. Por ejemplo el diario La Nación señalaba que "De los 4000 efectivos pasados a disponibilidad en los últimos 6 años -10% de la fuerza- 3100 tienen alguna causa penal, en su mayoría, por privación ilegítima de la libertad, apremios ilegales, tortura, falsedad ideológica, falsificación de instrumento público y robo. La semana anterior el senado aprobó la prórroga de la Ley de Prescindibilidad con la salvedad de que se aplique a oficiales del grado de subcomisario para arriba y no a la tropa" (cfr. Diario La Nación del 15 de diciembre de 1997).


� Director del Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales


� Ex ministro de Justicia de la Nación.


� El“fraccionamiento”  de la estructura de la Policía Bonaerense y la conformación del nuevo sistema policial se desarrollaría en base a un conjunto de medidas como: (i) la creación de una “Policía de Investigaciones” encargada de la investigación criminal en colaboración con la Policía Judicial, ya creada por medio de la ley de Ministerio Público; (ii) el fortalecimiento de la Policía Judicial mediante el traspaso a su esfera de los cuerpos técnicos y periciales existentes; (iii) la creación de un conjunto de “Policías de Seguridad a la Comunidad de base Departamental” para cada uno de los 18 departamentos judiciales existentes en la provincia de Buenos Aires, encargadas de la prevención del delito y del mantenimiento de la seguridad pública; (iv) la creación de un nuevo cuerpo de seguridad encargado del “traslado de detenidos” y de “su custodia preventiva”; y (v) la creación de una “Policía de Tránsito Autónoma” encargada de la seguridad vial (cfr. Arslanián, Binder, 1997; Saín, 1998, 2000 y 2002; Palmieri, Filippini y Thomas, 2001).


� Compuesta por dos juristas representativos del oficialismo y de la oposición, un representante del sector religioso, otro del movimiento de los Derechos Humanos, otro del sector empresarial, un observador de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y un director operativo del plan.


� El IPCS como entidad “autónoma y de carácter técnico” encargada del “seguimiento del proceso de reestructuración del sistema de seguridad” y de la “elaboración de planes, proyectos y propuestas tendientes a establecer políticas estables en la materia” (art. 1ro.). León Carlos Arslanián (como presidente) y a Alberto Binder (como director operativo) fueron nombrados por el gobernador Duhalde. El Instituto constituyó un espacio donde confluyeron asesores de diversos partidos. Referentes jurídicos de distintos partidos, del ámbito de los derechos humanos y de los medios de comunicación aceptaron participar de su consejo directivo (Sigal. Binder y Annicchiarico, 1998).


� La Policía de Seguridad fue establecida para la prevención de delitos y el mantenimiento de la situación de seguridad pública (cfr. art. 14). Se dispuso la “autonomía funcional, administrativa y financiera” de cada una de las dieciocho departamentales que la componían (división basada en los departamentos judiciales existentes en la Provincia de Buenos Aires, cfr. art.16), aunque de modo “progresivo” y sin perjuicio de la coordinación general que se reservó a la “Dirección General de Coordinación Operativa” (cfr. art. 22). La ley además, creó en el ámbito de la Secretaría de Seguridad del Ministerio de Justicia y Seguridad la “Dirección General de Evaluación de Información para la Prevención del Delito”, que tendría “una estructura técnica especializada en la realización de actividades de inteligencia policial conducente a la prevención del delito”.


� A la Policía de Investigaciones en función judicial se le adjudicó la función básica de intervenir en la investigación criminal a requerimiento y bajo las órdenes de la autoridad judicial competente (cfr art. 26). Si bien cada DDI cubriría la jurisdicción de un departamento judicial, dependiendo de los fiscales para la investigación de los delitos, su dependencia adminstrativa no sería del ministerio público, ni de la secretaría ministerial a cargo de la cuestiones de justicia, sino de una secretaría específica creada en el nuevo ministerio.


� con funciones de control sobre el tráfico de vehículos y peatones. 


� Su función sería resguardar la seguridad en el alojamiento y trasporte de las personas privadas de su libertad, hasta tanto ellas fueran alojadas en establecimientos penitenciarios. A tal fin, la ley establecía la creación de alcaldías para alojar a los más de 2.000 presos que se encontraban en las comisarias. Sin embargo, se diferenciaba del Plan de Reorganzación, pues este servicio no era un cuerpo autónomo, sino una sección dependiente del Servicio Penitenciario Provincial


� Por ejemplo se incorporaron los principios de “razonabilidad” y la “gradualidad” del uso de la fuerza, o el deber de privilegiar “las tareas y el proceder preventivo y disuasivo antes que el uso efectivo de la fuerza”, o de anterponer la preservación de la vida y la integridad física de las personas al éxito de la actuación policial o a la preservación del bien jurídico propiedad” (cfr art. 7 inc. i). Otros principios son “Desplegar todo su esfuerzo con el fin principal de prevenir el delito y de proteger a la comunidad actuando acorde al grado de responsabilidad y ética profesional que su función exige para preservar la situación de seguridad pública y las garantías constitucionales de los requeridos por su intervención; b) Observar en su desempeño responsabilidad, respeto a la comunidad, imparcialidad e igualdad en el cumplimiento de la ley, protegiendo con su actuación los derechos fundamentales de las personas, en particular los derechos y garantías establecidos en las Constituciones Nacional y Provincial y en las declaraciones, convenciones, tratados y pactos complementario”s; (cfr art. 7)


� Se crearon los Foros de Seguridad, denominados Foros Vecinales, Foros Municipales o Foros Departamentales, según el ámbito de competencia territorial de cada uno de ellos. Eran organismos colegiados con integración plural y representativa, a los que la ley asignaba un amplio conjunto de funciones participativas en materia de seguridad pública tales como evaluar el funcionamiento y la actividad de los organismos de seguridad privada y policiales, derivar demandas comunitarias, formular sugerencias o participar en la elaboración de planes de prevención. También se creó la figura del Defensor Municipal de la Seguridad cuya misión era defender los derechos ciudadanos vinculados a la seguridad pública frente a acciones de los estados municipales así como fiscalizar el funcionamiento de la seguridad pública en el nivel comunal. Cada Defensor sería elegido por mayoría simple de votos de los miembros del Foro Municipal de Seguridad. 


� Cada departamento regional posee distinta dimensión territorial y densidad poblacional, así como muy diversas características demográficas y socio-económicas. Por ello, la mayor parte del personal policial está concentrada en la Unidad Regional I—que abarca la ciudad de Santa Fe, capital de la provincia—, con 2.196 agentes  y en la Unidad Regional II, —que abarca la ciudad de Rosario, la más importante en materia demográfica y económica de la provincia -  con 3.542


� Dos asesores del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia de Santa Fe, durante la gestión del Gobernador Jorge Obeid (1995-1999), y figuras claves en el proceso de reforma implementado.


� La desarticulación de esta división policial se produjo como consecuencia de la muerte de Miguel Duarte (1998) en esa dependencias. Posteriormente se condenó judicialmente a tres policía de esta repartición por ser penalmente autores del homicidio de Duarte. Además esta división era considerada como uno de los segmentos donde estaba enquistada una amplia red de ilegalidades


� Como señalan Palmieri, Filippini y Thomas “...en la reglamentación de las detenciones policiales, la ley admitió el tradicional reclamo policial de estar facultados para arrestar personas con fines de control e identificación. Sobre esta facultad la ley incorporó algunas limitaciones tales como la duración del arresto o controles nominales aunque la ineficacia de este tipo de mecanismos de control ya habían sido señaladas por distintas investigaciones (cfr. Palmieri, Filippini y Thomas, 2001; Garrido y otros, 1998; Tisconia y otros, 2000). Pasado un año el mismo gobernador Duhalde propuso la ampliación de estas facultades, ante las presiones policiales. El entonces ministro Arslanián justificó la ampliación señalando que: "Cuando comenzó la reestructuración en la fuerza policial impusimos medidas restrictivas para el accionar del personal... Ahora estamos en condiciones de incrementar sus facultades porque existen férreos controles que impiden los excesos" (cfr. Diario Clarín, 9 de julio de 1999).


� Para abril de 1999, apenas existían o habían sido convocados para su formación 75 Foros Municipales de Seguridad y sólo habían sido designados 22 Defensores Municipales de la Seguridad sobre 134 municipios que conformaban la provincia de Buenos Aires; sólo se habían conformado 102 Foros Vecinales de Seguridad, sobre las 330 jurisidcciones policiales existentes frente a las cuales debían actuar y no se había conformado ningún Foro Departamental de Seguridad. Es decir que durante el año de gestión ministerial encabezada por León Arslanián, se conformaron menos de la mitad de los foros instituidos en la ley 12.154 (cfr. Saín 2000 y 2002; Palmieri, Filippini y Thomas, 2001).


� El “plan piloto” consistía en la participación de los agentes de seguridad privados en la vigilancia de las “adyacencias inmediatas” al lugar en el que cumplieran funciones, pudiendo intervenir para evitar la comisión de delitos ante una “situación que ellos considerasen sospechosa” y pudiendo “exhibir sus armas con fines intimidatorios”. Roberto Vázquez, subsecretario de Seguridad provincial y vocero de la iniciativa, denominó a este accionar como “presentación activa” (cfr Diario Clarín, 28 de julio de 1999).


� Carlos Oliveira, presidente de CAESI, afirmó: “...para nosotros, la seguridad es un negocio, y la seguridad pública es un deber indelegable del Estado”. (cfr. Diario Página/12, 29 de julio de 1999)


� Creadas por Resolución Ministerial N00162 del 14 de junio de 1996.
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